
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIO ESTRATÉGICO CASACIÓN Y REVISIÓN  
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico – 2023 
 

JURISPRUDENCIA SENTENCIA Nro. 673-17-EP/23 
 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 24 de mayo de 2023. 

MATERIA Constitucional-Acción Extraordinaria de Protección 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

Si 

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 

Roberto Carlos Romero Di Lorenzo 

DERECHOS INVOLUCRADOS Debido proceso en la garantía de la motivación.   
Art. 76 numerales 1 y 7 literal l). 

BREVE RELACION DE LOS 
HECHOS 

 
El señor Víctor Francisco González Peralta, de 47 años (al momento de 
presentar la demanda), analfabeta, quién presenta una condición de 
vulnerabilidad interseccional, posee una discapacidad visual total que le 
limitan para trabajar o movilizarse por su propia cuenta, y como tal forma 
parte del grupo de atención prioritaria,  habitante de calle y en situación 
de pobreza extrema, no contaba con un documento de identidad que le 
permita obtener el carnet de discapacidad, acceder a servicios públicos o 
beneficios sociales.  
 
El 9 de septiembre de 2016, conjuntamente con la señora Marjorie Edilma 
Rizzo y el defensor público, solicitó la inscripción de nacimiento del señor 
Víctor González ante el Registro Civil del Ecuador de la provincia de Los 
Ríos, cantón Babahoyo, y el 16 de septiembre de 2016, que fue atendida 
negativamente en virtud de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica 
de Gestión de la Identidad y Datos Civiles. 
 
El 05 de octubre de 2016, el señor Víctor González, por sus propios 
derechos, con el patrocinio del defensor público y en conjunto con la 
señora Marjorie Edilma Rizzo, presentó una acción de protección con 
medidas cautelares en contra del acto administrativo. 
 
Mediante sentencia de 16 de noviembre el juez resolvió declarar la 
improcedencia de la acción de protección con medidas cautelares por no 
haberse agotado las vías ordinarias correspondientes. Con sentencia de 31 
de enero de 2017 la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 
de Los Ríos resolvió desestimar la apelación interpuesta y conformó en 
todas sus parte la sentencia recurrida. 
 
El 3 de febrero de 2017, el defensor público presentó la acción 
extraordinaria de protección en contra de la sentencia dictada el 31 de 
enero de 2017. 
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Mediante escrito de 09 de enero de 2023, solicitan el desistimiento, en 
virtud, que el señor Víctor González Peralta contaba con el registro de su 
nacimiento conferido el 07 de agosto de 2019, en virtud de la sentencia 
dictada el 06 de marzo de 2019, por la jueza de la Unidad Judicial de 
Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Babahoyo, dentro del proceso de 
inscripción tardía de nacimiento de 12201-2018-01005. 
 

NORMAS TRATADAS Constitución de la República del Ecuador.: 
Artículo 68 numerales 25, 28. 
Artículo 76 numeral 7 literl l).  
 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO DEL CASO 

Persona de 47 años (al momento de presentar la demanda), analfabeta, 
con discapacidad visual total que le limita trabajar o movilizarse por su 
propia cuenta, y como tal forma parte del grupo de atención prioritaria,  
habitante de calle y en situación de pobreza extrema, no contaba con el 
documento de identidad que le permita acceder a servicios públicos o 
beneficios sociales.  

INSTANCIA PROCESAL EN LA 
QUE SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional  

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

No aplica 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA 
CORTE NACIONAL 

La Corte Constitucional, analizó en la sentencia impugnada la vulneración 
por omisión judicial el derecho al debido proceso en la garantía de la 
motivación. Para el análisis recoge el argumento de la motivación de la 
sentencia 1158-17-EP/21: 
 
“34. La garantía de la motivación se encuentra prevista en el artículo 76 
numeral 7 letra l) de la Constitución de la siguiente forma: “no habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 
jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho”. En la sentencia 1158-17-EP/21, esta Corte ha 
establecido que la motivación se satisface en tanto la decisión contenga 
una argumentación jurídica que cuente con una estructura “[…] 
mínimamente completa, es decir, integrada por estos dos elementos: (i) una 
fundamentación normativa suficiente, y (ii) una fundamentación fáctica 
suficiente”. La fundamentación normativa suficiente consiste en que el juez 
ha de enunciar las normas y principios en que se funda su decisión, pero 
además ha de justificar la pertinencia de la convergencia de dichas normas 
y principios en función de los hechos del caso; de su parte, la 
fundamentación fáctica suficiente consiste en enunciar los hechos probados 
y analizar el acervo probatorio.” (CCE, sentencia 1158-17-EP/21, párr. 103). 
 
La Corte ha estipulado como regla a considerarse por parte de los jueces al 
momento de resolver acciones en garantías jurisdiccionales: 
 
“35. […] al resolver las garantías jurisdiccionales las autoridades judiciales 
están obligadas a observar un estándar elevado respeto de la suficiencia en 
la motivación al resolver garantías constitucionales, pues deben “realizar 



 

 

un análisis para verificar la existencia o no de vulneración de los derechos, 
si en dicho análisis no se determina la existencia de vulneraciones a los 
derechos, sino más bien conflictos de índole infraconstitucional, le 
corresponde al juez determinar cuáles son las vías judiciales ordinarias 
adecuadas para la solución del conflicto” (CCE, sentencia 1158-EP/21, párr.. 
103). De ahí que en el análisis al que está obligado el juez de garantías es 
sustancial la verificación de la existencia de vulneraciones de derechos 
constitucionales, lo cual, supone también atender la alegación sobre la 
pertinencia a un grupo de atención prioritaria, sea del accionante o de las 
personas en favor de quienes presenta la acción. Esto con la finalidad de 
que la motivación sobre la vulneración de derechos considere situaciones 
de vulnerabilidad que incidan en el ejercicio de derechos y respecto de las 
cuales, podrían imponerse barreras irrazonables.” 
 
Respecto a los hechos, la Corte en el párrafo 38, refuta: 
 
“[…] el pronunciamiento que las autoridades judiciales deben hacer sobre 
la pertinencia a un grupo de atención prioritaria, no implica un 
razonamiento aislado al de los derecho alegados como vulnerados, sino 
precisamente determinar si la condición alegada, incide en la imposibilidad 
de su ejercicio, de tal suerte, que exige observar si los requisitos, en el caso 
de la persona en favor de quien se presenta la acción, pueden determinar 
una limitación o impedimento injustificado. En el caso en concreto , la Sala 
debió pronunciarse sobre si la condición de no vidente, del señor González 
Peralta, al tratarse de una condición de vulnerabilidad que forma parte de 
los grupos de atención prioritaria, incide en el cumplimiento de requisitos y 
procedimientos previstos para el ejercicio del derecho a la identidad. Este 
razonamiento, permitirá verificar la pertinencia de la vía constitucional, 
aspecto que no puede realizarse en abstracto, es decir, de la sola 
verificación de disposiciones jurídicas, sin que se atienda a los hechos 
concretos del caso.” 
 
En adición la Corte en el caso determina: 
 
“Los jueces de la Sala además obviaron el carácter directo de la acción de 
protección. En la sentencia 1754-13-EP/19, la Corte señaló que la acción de 
protección no es residual y que, en general, no se puede exigir el 
agotamiento de otras vías o recursos para ejercerla. En adición, esta 
garantía puede presentarse en cualquier momento, y, respecto al juez, le 
genera la obligación de determinar si la demanda cumple o no con el objeto 
constitucional previsto para tal garantía jurisdiccional; es decir, la 
protección y tutela de derechos. De ello que los jueces y juezas 
constitucionales no pueden declarar la improcedencia de una acción de 
protección, sin antes haber realizado el análisis de las vulneraciones de 
derechos alegados al amparo de las condiciones fácticas del caso concreto 
y considerando la pertinencia del accionante a un grupo de atención 
prioritaria.” 
 



 

 

Análisis del derecho a la identidad:  
 
“68. […] el derecho a la identidad no se limita únicamente al reconocimiento 
del nombre y apellido, sino que incluye todos los elementos que 
caracterizan e individualizan a una persona y los diferencia de otros 
miembros de la sociedad, tales como la nacionalidad, la procedencia 
familiar, manifestaciones culturales, espirituales, religiosas, lingüísticas, 
políticas y sociales entre otros aspectos materiales e inmateriales. (CCE, 
sentencia 732-18-JP/20, párr.. 31.) 
 
Análisis de la situación de calle: 
 
“75. Las personas callejizadas, habitantes de calle o en situación de calle 
son quiénes, debido a diferentes factores sociales y económicos, hacen de 
la calle su lugar de habitación transitorio o permanente. Entre estos 
factores se encuentran la condición de pobreza o pobreza extrema, 
ausencia o debilidad de redes de apoyo familiar o social, condiciones de 
salud física o mentales, condiciones de discapacidad u otras que de manera 
interseccional concurrente sobre una misma persona, limitando 
severamente el ejercicio de derechos y de manera especial, la posibilidad de 
alcanzar un nivel de vida digno” (Corte Constitucional Colombiana, 
Sentencia C-062/21) 
 
Análisis de la condición de no vidente: 
 
“76. […] la condición de no vidente o discapacidad visual toral, determina 
en una persona serias limitaciones para el desenvolvimiento y ejercicio de 
sus derechos en un entorno que difícilmente se adecua a las características 
de este tipo de discapacidad.” 
 
Análisis de los servicios públicos: 
 
“79. Los servicios públicos de conformidad con la Constitución, son a su vez 
garantías, es decir, son medios a través de los cuales se hace posible el 
ejercicio de otros derechos. Así, el servidor público debe prestar el Registro 
Civil tiene como finalidad garantizar el derecho a la identidad y, por tanto, 
exige que la prestación de este servicio se ajuste a lo determinado por la 
Constitución, pues mientras más accesible sean los servicios públicos, 
menor es la condición de vulnerabilidad de una persona ya que se viabiliza 
el ejercicio de derechos y reduce las condiciones de desigualdad.” 
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

En virtud de considerar la violación al derecho al debido proceso en la 
garantía de la motivación, la Corte dispuso: 
 
“89.1 Con relación a la violación del debido proceso en la garantía de la 
motivación, corresponde dejar sin efecto la sentencia impugnada y, en su 
reemplazo, los sujetos procesales deberán estar a lo resuelto en esta 
sentencia que es de cumplimiento inmediato y obligatorio.” 



 

 

“89.2 En lo que corresponde al derecho a la identidad, considerando que la 
cédula de identidad fue ya emitida, en equidad, atendiendo el daño 
inmaterial derivado del malestar ocasionado al accionante por el tiempo en 
que no contó con el documento de identidad que le habilitaría a acceder a 
beneficios sociales, se dispone que el Registro Civil pague a Víctor Francisco 
González Peralta la suma de USD. 3000. El pago se realizará dentro del 
presente año fiscal. A efectos, de verificar el cumplimiento de esta medida 
de reparación, se dispone a la Delegación Provincial de Los Ríos de la 
Defensoría del Pueblo acompañar al accionante en las gestiones 
necesarias.” 
 
“89.3 En cuanto al derecho a contar con servicios públicos de calidad, como 
medida de satisfacción el Registro Civil deberá pedir disculpas públicas al 
accionante por haber omitido considerar la condición interseccional de 
vulnerabilidad en las respuestas con las que atendió la solicitud del 
accionante, a través de la publicación del texto de las disculpas y de esta 
sentencia en su página web por un periodo de tres meses. Dado que se trata 
de una persona no vidente, se enviará un delegado para que concurra hasta 
donde se encuentre el señor Víctor Francisco González Peralta dar lectura 
del texto que se ordena en el párrafo a continuación y también entregar en 
un dispositivo digital la grabación en audio del texto de disculpas públicas.” 
 
“89.4 El Ministerio de Inclusión Económica y Social brinde acompañamiento 
al señor Víctor Francisco González Peralta, para que, de cumplir con los 
requisitos, acceda al Bono de Desarrollo Humano, reciba atención médica, 
si así lo requiere y sea beneficiario de programas de inclusión social para 
personas en situación de calle implementadas por dicho Ministerio en su 
localidad.” 
 
“89. 5 Disponer la difusión de la sentencia por parte del Consejo de la 
Judicatura, con el fin de que los jueces que conocen garantías 
jurisdiccionales tomen en cuenta los criterios vertidos en esta decisión. De 
igual manera, la Defensoría Pública difunda la sentencia a las y los 
defensores públicos, a fin de promover la defensa técnica prolija en los 
procesos de garantías jurisdiccionales.” 
 

FALLO La Corte Constitucional resolvió: 
 
“1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 673-17-EP. 
2. Declarar que la sentencia de 31 de enero de 2017 emitida por la Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Los Ríos, vulneró el 
derecho al debido proceso en la garantía de motivación, consagrado en el 
artículo 76 numeral 7 letra l) de la Constitución de la República del Ecuador. 
3. Dejar sin efecto la sentencia impugnada mediante esta acción 
extraordinaria de protección. 
4. Aceptar la acción de protección planteada por Víctor Francisco González 
Peralta y declarar la vulneración del derecho a la identidad y a acceder a 
servicios públicos de calidad. […]5. Llamar la atención a la defensa técnica 



 

 

de la parte accionante y de la entidad accionada por omitir información 
sustancial para la resolución de esta causa. 
6. Disponer al Consejo de la Judicatura difunda entre todos los jueces y 
juezas esta sentencia. De igual manera, la Defensoría Pública difunda la 
sentencia a todos las y los defensores públicos. Ambas instituciones 
informarán a esta Corte sobre el cumplimiento de esta medida, en el plazo 
de un mes contado a partir de la notificación de la sentencia.” 
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

El Pleno de la Corte Constitucional con cinco votos a favor de los Jueces 
Constitucionales Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Jhoel 
Escudero Soliz, Alí Lozada Prado, y Daniela Salazar Marín; y, cuatro votos 
salvados de los Jueces Constitucionales Carmen Corral Ponce, Enrique 
Herrería Bonnet, Teresa Nuques Martínez y Richard Ortiz Ortiz. 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Voto Salvado de Jueces Constitucionales Carmen Corral Ponce, Enrique 
Herrería Bonnet y Teresa Nuques Martínez: 
 
Análisis de la actuación del Registro Civil: 
 
“4.1 El Registro Civil otorgó al accionante una respuesta inmediata, esto es 
al día siguiente de su solicitud de inscripción de nacimiento, señalando un 
trámite jurisdiccional específico, contenido en el artículo 31 de la Ley 
Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles (“LOGIDAC”), el cual 
prevé lo siguiente:[…]” 
 
“4.2 Así, la autoridad administrativa sustentó su respuesta en una 
disposición del ordenamiento jurídico que prevé expresamente el ejercicio 
de la vía judicial respectiva, para lo que a una eventual inscripción posterior 
se refiere. De este modo, sustentada fáctica y normativamente la autoridad 
del Registro Civil en respuesta, no cabría afirmar que dicha entidad 
contrapuso un obstáculo o barrera irrazonable al accionante, sino que, más 
bien, brindó una pronta y motivada respuesta en atención al derecho 
constitucional de petición1 y en observancia al procedimiento establecido 
de manera previa, clara y pública en el ordenamiento jurídico para el 
efecto.” 
 
“4.3. De tal modo, tampoco podría afirmarse consiguientemente que la 
actuación del- Registro Civil vulneró los derechos a la identidad y a recibir 
servicios públicos de calidad, pues la autoridad de dicho ente habría ceñido 
su actuación al procedimiento previsto por la normativa orgánica de la 
materia.” 
 
“5. Con estas consideraciones, los suscritos concuerdan única y 
exclusivamente con la declaración de vulneración del derecho al debido 
proceso en la garantía de la motivación por parte de la Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Los Ríos, dentro del 
juicio de acción de protección 12282-2016-03685. Sin embargo, disentimos 
del análisis de mérito del voto de mayoría, pues consideramos que no existió 
la vulneración de los derechos a la identidad y a recibir servicios públicos de 



 

 

calidad por parte del Registro Civil. Por lo tanto, estimamos como medida 
de reparación suficiente, la emisión de la sentencia en el sentido del único 
punto concordado, esto es, en declarar vulnerada la garantía de la 
motivación en la referida sentencia; y, dado que resultaría inoficioso un 
reenvío del caso a la judicatura de origen para un nuevo pronunciamiento, 
toda vez que el accionante ha recibido una respuesta favorable por parte 
de la administración de justicia ordinaria y consecuentemente del Registro 
Civil en cuanto a sus pretensiones.” 
 
Voto salvado- Juez Constitucional Richard Ortiz Ortiz: 
 
En los siguientes párrafos analiza sobre la figura del desistimiento: 
 
“4. En primer lugar, sobre el desistimiento propuesto, considero que el 
análisis de mayoría debió ceñirse al artículo 15 de la LOGJCC que, en lo 
pertinente, señala “[l]a persona afectada podrá desistir de la acción en 
cualquier momento por razones de carácter personal que serán valoradas 
por la jueza o juez”. Es decir, la única condición prevista para desistir de un 
proceso constitucional se reduce a la decisión y voluntad del accionante, 
como en el caso en concreto. 
 
5. La LOGJCC también prevé que “en ningún caso la jueza o juez aceptará el 
desistimiento, allanamiento o acuerdo reparatorio que implique  afectación 
a derechos irrenunciables o acuerdos manifiestamente injustos”. En el caso 
sub iudice, los accionantes señalaron que Víctor González ya contaba con 
una cédula de ciudadanía, obtenida tras la resolución de un proceso 
voluntario de inscripción tardía de nacimiento, y manifestaron que 
continuar con la causa “se tornó inoficioso”. El documento de identidad fue 
expedido el 6 de marzo de 2019, y el desistimiento fue presentado el 8 de 
enero de 2023. 7. Por lo tanto, correspondía aceptar el desistimiento en 
atención a la voluntad de los accionantes y al constatar la falta de 
trasgresión a otros derechos constitucionales irrenunciables.” 
 
Análisis de la vía judicial para solicitar la inscripción tardía: 
 
“9. En mi opinión, la sentencia impugnada señaló acertadamente que la vía 
judicial prevista en la LOGIDAC era el mecanismo eficaz e idóneo para 
obtener la inscripción extraordinaria de nacimiento de Víctor González, 
pues al momento de la solicitud al Registro Civil ya tenía 46 años de edad, 
y no se había realizado la inscripción de su nacimiento oportunamente. Por 
esta razón, era indispensable el trámite judicial para realizar dicha 
inscripción, como lo señaló el Registro Civil.1 Este criterio fue confirmado 
tanto en la primera como en la segunda instancia de la acción de protección 
y, por ello, se exhortó a la Defensoría Pública en las dos instancias que 
recurra a la vía judicial pertinente.” 
 
Análisis de la actuación de la Defensoría Pública: 
 



 

 

“10. Por lo expuesto, la Defensoría Publica conocía de la existencia del 
mecanismo judicial para la inscripción tardía de nacimiento que establecía 
la LOGIDAC. Sin embargo, optó injustificadamente por activar una garantía 
constitucional en inobservancia de los mecanismos ordinarios ya previstos.  
11. La presunta vulneración de derechos de Víctor González no es atribuible 
al Registro Civil, sino a la falta de diligencia de la Defensoría Pública. De allí, 
que la decisión impugnada contiene una motivación suficiente, pues se 
realizó un análisis para verificar la existencia o no de vulneración a los 
derechos, se determinó la existencia de un conflicto de índole 
infraconstitucional y, por lo tanto, se enunciaron las vías judiciales 
ordinarias adecuadas para la solución del conflicto.” 

OTROS DATOS DE INTERÉS: 
LINK DE LA CORTE 
CONSITUTIONAL 

 
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2Nh
cnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOicwY2UzN2M5MS1kYWU4LTQ2ZGYt
ODQ2Yi00M2NhNTc4OTNiYmMucGRmJ30= 

 
 
 
 

Revisado y aprobado: Dra. María Helena Villarreal/ Directora 
de Litigación Estratégica, Casación y 
Revisión  

 
 
 
 

Elaborado: Ab. Yolanda Yerovi Nogales/Defensora 
Pública 

 
 
 
 

 
 




